
 

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00252 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del derecho - Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Jesús Adrián Mangones Carrascal 
Parte demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional - FNPSM 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, octubre veintiséis (26) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 563 de 15 de 
junio de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 23 de agosto de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, por medio de la plataforma “ZOOM”. Se 
hicieron presente a la diligencia, la abogada sustituta ANDREA CAROLINA NISPERUZA 
ESPITIA identificado con la cedula de ciudadanía número 1.067.939.629, portador de la tarjeta 
profesional de abogado No 318.749 del C.S.J, como apoderado de los convocantes; y el 
abogado LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO, identificado con la C.C. No. 1.057.575.858 y 
T.P. No.324.322  del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte 
convocada; quienes llegaron a un acuerdo conciliatorio.   
  
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos 
para la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través 
de sus representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa 
para conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 
86 y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, 
que no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al 
tratarse de una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del 
Comité de Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos 
en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos 
enunciados, los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo 
logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

Se observa que este Despacho tiene competencia para conocer del presento asunto, porque la 
ley atribuye el conocimiento a los Juzgados Administrativos en primera instancia de los asuntos 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato 
de trabajo, cuando la cuantía no excede de 50 salarios mínimos legales mensuales, monto que 
se determina por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, el cual fue tasado en la 
suma de $952.378, y porque el último lugar de prestación del servicio fue en la ciudad de 
Montería -inciso 2° del artículo 55 e inciso 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-. 
 
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades 
y acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional - FNPSM, reconozca y pague a la convocante la 
sanción moratoria establecida en la Ley 1071 de 2006, con su respectiva indexación. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad en relación con las solicitudes incoadas:  
 
Propuesta  
 
Reconocimiento de cesantía mediante Resolución No. 2104 de 25 de junio de 2019 
Fecha de solicitud de las cesantías: 15 de mayo de 2019 
Fecha de pago: 12 de septiembre de 2019 
No. de días de mora: 14 
Asignación básica aplicable: $2.040.828 
Valor de la mora: $952.378 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $857.140 (90 %) 
 
El pago se realizará un (01) mes después del Auto de aprobación judicial. Sin reconocer valor 
alguno por indexación. 
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas 
a los convocantes.  Así pues, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un 
conflicto de carácter particular y de contenido económico.   
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En los términos del literal d) del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, al tratarse el presente 
asunto de una solicitud de sanción moratoria, por el pago tardío de las cesantías definitivas, 
presentándose la ausencia de respuesta de la entidad convocada, produciéndose así un acto 
producto del silencio administrativo negativo, la demanda no está sometida a término de 
caducidad y puede ser presentada en cualquier tiempo. 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra la 
Resolución por medio de la cual se reconoce a los convocantes las cesantías, la solicitud de 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas, 
volante de consignación del BBVA donde consta la fecha de pago de las cesantías reconocidas. 
 
En este orden, es necesario destacar que en cuanto al objeto de la controversia la Sección 
Segunda del Consejo de Estado Sentó jurisprudencia2 para señalar las reglas en cuanto a la 
exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías de la siguiente forma:  
 
“ 
…. 
SEGUNDO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar en 
cuanto a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías las siguientes reglas: 
 
i). En el evento en que el acto que reconoce las cesantías definitivas y parciales se expida por fuera del 
término de ley, o cuando no se profiere, la sanción moratoria corre 70 días hábiles después de radicada 
la solicitud de reconocimiento, término que corre i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de 
ejecutoria del acto; iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
TERCERO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar 
que, en tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción moratoria, será la 
asignación básica vigente en la fecha en la que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a 
diferencia de las cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la 
asignación básica vigente al momento de la causación de la mora sin que varíe por la prolongación en el 
tiempo.  
 
CUARTO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que 
es improcedente la indexación de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías….”  
 

Con fundamento en el material probatorio la normativa reguladora de la materia y la 
jurisprudencia de unificación del Consejo de Estado, este Despacho concluye que en caso de 
no haberse efectuado acuerdo conciliatorio, existirían elementos de juicio, para que en un 
eventual proceso judicial mediante sentencia que pusiera fin a la actuación se ordenara el pago 
de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías de los convocantes y se condenara 
a la convocada a pagar el total de la suma pretendida; no siendo lesivo para el patrimonio de la 
entidad convocada, ni violatorio de la ley. 
 
Igualmente, en sentencia de unificación proferida el 25 de agosto de 20163  la Sección Segunda 
del Consejo de Estado, señaló que “es a partir de que se causa la obligación -sanción 
moratoria- cuando se hace exigible, por ello, desde allí, nace la posibilidad de reclamar su 
reconocimiento ante la administración, pero si la reclamación se hace cuando han transcurrido 

                                                 
2 Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección B, 18 de julio de 2018 Radicación No. 73001-23-33-000-2014-
00580-01(4961-15) C.P. Sandra Lisseth Ibarra Vélez.  
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección segunda, consejero ponente: Dr. Luis Rafael 
Vergara Quintero. Bogotá, D.C., veinticinco (25) de agosto de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 08001 23 31 000 
2011 00628-01 (0528-14). Apelación sentencia - autoridades municipales. Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo. 
Sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ004 de 2016. 
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más de 3 años desde que se produjo el incumplimiento, se configura el fenómeno de 
prescripción, así sea en forma parcial”, pues bien en el caso en estudio, de acuerdo con las 
pruebas aportadas el derecho a reclamar no se encontraba prescrito. 
 

6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la convocada es una entidad pública, era requisito para 
la celebración de la conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, cuyas 
directrices fueron las de CONCILIAR, según certificación expedida por el secretario Técnico del 
Comité de Conciliación y defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional.  
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación.    
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo 
conciliatorio extrajudicial con radicación No. 563 de 15 de junio de 2021, celebrada ante la 
Procuraduría No. 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 23 de agosto de 
2021, efectuado entre el señor Jesús Adrián Mangones Carrascal y la Nación-Ministerio de 
Educación-FNPSM bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta 
conciliatoria formulada por esa entidad.   
  
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación 
de su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 

 

 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Luis Enrique Ow Padilla 

Juez 
Juzgado Administrativo 

Oral 001 
Monteria - Cordoba 

 
Este documento fue generado 

con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

ec08253f551351794fb26afb4a20f8c3a6669d9f48a6c89ad9213963fe
a9bdf8 

Documento generado en 25/10/2021 02:45:13 PM 
 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 69 el día veintisiete (27) de octubre de 2021 a las 

8:00 A.M.  El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71


 

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00253 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del derecho - Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Rodrigo Enrique Pérez Gamboa 
Parte demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional - FNPSM 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, octubre veintiséis (26) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 598 de 17 de junio 
de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 23 de agosto de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, por medio de la plataforma “ZOOM”. Se 
hicieron presente a la diligencia, la abogada sustituta ANDREA CAROLINA NISPERUZA ESPITIA 
identificado con la cedula de ciudadanía número 1.067.939.629, portador de la tarjeta profesional 
de abogado No 318.749 del C.S.J, como apoderado de los convocantes; y el abogado LUIS 
FERNANDO RIOS CHAPARRO, identificado con la C.C. No. 1.057.575.858 y T.P. No.324.322 
del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte convocada; quienes llegaron 
a un acuerdo conciliatorio.   
  
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

Se observa que este Despacho tiene competencia para conocer del presento asunto, porque la 
ley atribuye el conocimiento a los Juzgados Administrativos en primera instancia de los asuntos 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato 
de trabajo, cuando la cuantía no excede de 50 salarios mínimos legales mensuales, monto que 
se determina por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, el cual fue tasado en la 
suma de $4.129.050, y porque el último lugar de prestación del servicio fue en la ciudad de 
Montería -inciso 2° del artículo 55 e inciso 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-. 
 
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional - FNPSM, reconozca y pague a la convocante la 
sanción moratoria establecida en la Ley 1071 de 2006, con su respectiva indexación. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad en relación con las solicitudes incoadas:  
 
Propuesta  
 
Reconocimiento de cesantía mediante Resolución No. 2327 de 21 de agosto de 2018 
Fecha de solicitud de las cesantías: 23 de abril de 2018 
Fecha de pago: 28 de septiembre de 2018 
No. de días de mora: 50 
Asignación básica aplicable: $2.477.441 
Valor de la mora: $4.129.050 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $3.716.145 (90 %) 
 
El pago se realizará un (01) mes después del Auto de aprobación judicial. Sin reconocer valor 
alguno por indexación. 
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas a 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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los convocantes.  Así pues, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto 
de carácter particular y de contenido económico.   
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En los términos del literal d) del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, al tratarse el presente 
asunto de una solicitud de sanción moratoria, por el pago tardío de las cesantías definitivas, 
presentándose la ausencia de respuesta de la entidad convocada, produciéndose así un acto 
producto del silencio administrativo negativo, la demanda no está sometida a término de 
caducidad y puede ser presentada en cualquier tiempo. 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra la 
Resolución por medio de la cual se reconoce a los convocantes las cesantías, la solicitud de 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas, 
certificación de la FIDUPREVISORA, donde consta la fecha de pago de las cesantías 
reconocidas. 
 
En este orden, es necesario destacar que en cuanto al objeto de la controversia la Sección 
Segunda del Consejo de Estado Sentó jurisprudencia2 para señalar las reglas en cuanto a la 
exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías de la siguiente forma:  
 
“ 
…. 
SEGUNDO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar en 
cuanto a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías las siguientes reglas: 
 
i). En el evento en que el acto que reconoce las cesantías definitivas y parciales se expida por fuera del 
término de ley, o cuando no se profiere, la sanción moratoria corre 70 días hábiles después de radicada la 
solicitud de reconocimiento, término que corre i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria 
del acto; iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
TERCERO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que, 
en tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción moratoria, será la asignación 
básica vigente en la fecha en la que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora sin que varíe por la prolongación en el tiempo.  
 
CUARTO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que 
es improcedente la indexación de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías….”  
 

Con fundamento en el material probatorio la normativa reguladora de la materia y la jurisprudencia 
de unificación del Consejo de Estado, este Despacho concluye que en caso de no haberse 
efectuado acuerdo conciliatorio, existirían elementos de juicio, para que en un eventual proceso 
judicial mediante sentencia que pusiera fin a la actuación se ordenara el pago de la sanción 
moratoria por el pago tardío de las cesantías de los convocantes y se condenara a la convocada 
a pagar el total de la suma pretendida; no siendo lesivo para el patrimonio de la entidad 
convocada, ni violatorio de la ley. 
 
Igualmente, en sentencia de unificación proferida el 25 de agosto de 20163  la Sección Segunda 
del Consejo de Estado, señaló que “es a partir de que se causa la obligación -sanción moratoria- 
cuando se hace exigible, por ello, desde allí, nace la posibilidad de reclamar su reconocimiento 
ante la administración, pero si la reclamación se hace cuando han transcurrido más de 3 años 
desde que se produjo el incumplimiento, se configura el fenómeno de prescripción, así sea en 

                                                 
2 Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección B, 18 de julio de 2018 Radicación No. 73001-23-33-000-2014-
00580-01(4961-15) C.P. Sandra Lisseth Ibarra Vélez.  
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección segunda, consejero ponente: Dr. Luis Rafael 
Vergara Quintero. Bogotá, D.C., veinticinco (25) de agosto de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 08001 23 31 000 
2011 00628-01 (0528-14). Apelación sentencia - autoridades municipales. Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo. 
Sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ004 de 2016. 
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forma parcial”, pues bien en el caso en estudio, de acuerdo con las pruebas aportadas el derecho 
a reclamar no se encontraba prescrito. 
 

6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la convocada es una entidad pública, era requisito para 
la celebración de la conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, cuyas 
directrices fueron las de CONCILIAR, según certificación expedida por el secretario Técnico del 
Comité de Conciliación y defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional.  
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación.    
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo conciliatorio 
extrajudicial con radicación No. 598 de 17 de junio de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 
78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 23 de agosto de 2021, efectuado 
entre el señor Rodrigo Enrique Pérez Gamboa y la Nación-Ministerio de Educación-
FNPSM bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta conciliatoria 
formulada por esa entidad.   
  
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 
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NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 69 el día veintisiete (27) de octubre de 2021 a las 

8:00 A.M.  El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
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